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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gustavo Bernini, Vicepresidente. 


MIEMBROS: —Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Borsari Brenna, Diego Cánepa, Orlando 
Lereté, Jorge Machiñena, Jorge Orrico y Edgardo Ortuño. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bernini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Hay un orden del día muy claro, pero si me permiten voy a plantear algunos asuntos previos. 


Les recuerdo que habíamos hecho una consulta al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el día 7 de 
mayo, referida a la iniciativa de asignar el nombre de "Avenida Héctor Umpiérrez”, en homenaje al payador, 
a un tramo de la vieja Ruta N” 1, Brigadier General Manuel Oribe, comprendido entre los kilómetros 26 y 35, 
en el departamento de San José. 


Con fecha 10 de junio, recibimos una respuesta del Ministerio que ha sido repartida, donde se define 
claramente que ese tramo objeto de la consulta pertenece a la jurisdicción departamental. 


Desde el punto de vista formal, la Cámara de Representantes no tiene competencia para asignar el nombre de 
Héctor Umpiérrez a una ruta departamental; en todo caso, como es jurisdicción municipal, correspondería 
que lo hiciera la Intendencia o la Junta Departamental de San José. Entonces, tendríamos que definir la forma 
de resolver el tema: si lo archivamos; si hacemos un informe referido a que no tenemos potestad para asignar 
el nombre, o si pasamos los antecedentes a la Junta Departamental de San José. Creo que hay varias 
opciones; no sé cuál es formalmente la más adecuada. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Estoy de acuerdo con que se remitan los antecedentes al Intendente y a 
la Junta Departamental de San José; luego estableceremos los contactos pertinentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Borsari Brenna propone que elevemos los antecedentes, 
por Secretaría, a la Intendencia Municipal de San José y a su Junta Departamental, a los efectos de 
que cuenten con los elementos considerados por esta Comisión de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR ORRICO.- Por dos tercios de votos, la Comisión puede pedir el archivo de este proyecto; yo 
complementaría esa propuesta con el archivo de la iniciativa, porque siempre tenemos un montón de 
proyectos que quedan por el camino y nunca falta alguno que dice: "Hay cien proyectos, y trataron 
tres”. Bueno, pero hay muchos que son de este tipo; entonces, ya que estamos, hagamos todo el 
procedimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pongo en consideración que la Comisión, a través de la Secretaría, eleve los 
antecedentes a la Intendencia y a la Junta Departamental de San José, y que se archive el proyecto. 


Se va a votar. 
(Se vota) 
——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Hay dos temas más que comentamos con el Presidente de la Comisión, el señor Diputado Lorenzo, hoy en 
uso de licencia. 


Como recordarán, la semana pasada recibimos a la experta colombiana en materia de abuso infantil. 
Quedamos en concretar una audiencia para recibir a la Cátedra de Psiquiatría Infantil de la Universidad de la 
República. Si estamos de acuerdo, propongo convocarla para la semana que viene, a efectos de seguir 
analizando este tema que está a consideración, no solamente del Parlamento sino de la sociedad en su 
conjunto. 


SEÑOR ORTUÑO.- Estoy de acuerdo con lo que usted propone; creo que hay que invitar a esa 
delegación, pero quizás no el próximo miércoles, por lo siguiente. Nosotros tenemos un orden del día 
que supone avanzar en el proyecto sobre Habeas Data, tema en el cual tenemos particular interés en 
que se avance rápido, por los beneficios que tendrá para el país y los ciudadanos, no solo a nivel 
económico sino en materia de derechos. Entonces, no quisiéramos mechar pido disculpas por el 
término poco académico otros temas que vayan enlenteciendo el tratamiento de este asunto. 


Propongo que hagamos venir a la Cátedra en la sesión siguiente a haber culminado el tratamiento del 
proyecto sobre Habeas Data y que, para trabajar en forma ordenada, se altere el orden del día, pasando el 
punto tres al segundo lugar. 


Quizás hoy avancemos y podamos finalizar con el proyecto de Habeas Data. En ese caso, sin dudas, el 
miércoles que viene estaríamos recibiendo a esa delegación; pero quiero abrir el paraguas, por las dudas de 
que hoy no podamos terminar con este proyecto, para no interrumpir su tratamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agregar una información que tiene que ver con la planificación del 
trabajo de la Comisión. 


A partir de un diálogo que mantuvo con el Presidente de la Comisión de Asuntos Municipales el señor 
Diputado Uberfil Hernández, el Presidente de esta Comisión, el señor Diputado Lorenzo, me planteó la 
posibilidad de que el martes que viene, a la hora 12 y 30, ambas Comisiones sesionen en forma integrada, 
para continuar con el tratamiento de los proyectos que tenemos a consideración, referidos al tema del 
empadronamiento de vehículos y patentes. Recuerden que habíamos recibido a una delegación jerarquizada 
del Congreso de Intendentes, que nos dio sus puntos de vista respecto de los proyectos que estaban a 
consideración y nos dejó los antecedentes y la documentación del proceso que llevó adelante el Congreso de 
Intendentes para analizar este tema. Y claramente ha existido una voluntad unánime diría yo del Congreso de 
Intendentes y habría posibilidades ciertas de avanzar en ese tema. 


La señora Secretaria me acaba de alertar que el martes, a la hora 13, hay una sesión extraordinaria de la 
Cámara en homenaje a Jorge Sapelli, así que, si están todos de acuerdo, yo simplemente solicito que habiliten 
a las Presidencias de ambas Comisiones a ubicar durante la semana que viene una sesión de las dos 
Comisiones integradas, para avanzar en el tema de empadronamiento de vehículos, sin fijar la fecha hoy. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


——— La idea de anunciar y compartir estos dos temas como previos era sacar de en medio cuestiones de 
funcionamiento de la Comisión, para ingresar al tratamiento del proyecto sobre Habeas Data. 


En función de las intervenciones que se han realizado, la propuesta es que se mandate al Presidente de la 
Comisión, conjuntamente con la Secretaría, para que se analice la posibilidad de convocar para la semana que 
viene a una sesión de la Comisión integrada con la de Asuntos Municipales, a fin de continuar con el 
tratamiento del tema sobre empadronamiento de vehículos y patentes. 


A su vez, según la evolución de la discusión del proyecto sobre Habeas Data, que vamos a considerar ahora, 
se propone ubicar, en el menor plazo posible, la convocatoria de la Cátedra de Psiquiatría Infantil, para que 
su Opinión sea un nuevo insumo, un nuevo aporte, en el tratamiento de los proyectos que existen por el tema 
de abuso infantil. 


(Apoyados) 


——— Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: "Protección de datos 
personales y acción de 'Habeas Data". (Normas)”. 


En discusión. 


SEÑOR ORTUÑO.- Como había adelantado, quisiera llamar la atención de la Comisión sobre la 
importancia de este proyecto que viene con media sanción del Senado, en dos aspectos fundamentales, 
quizás en tres, en la medida en que, por primera vez, se va a dotar al país de un instrumento jurídico 
integral sobre el tema de las bases de datos, estableciendo criterios claros para su tratamiento. 


Tiene relevancia en dos aspectos. En primer lugar, tiene una importancia estratégica para el país, en la 
medida en que nos va a colocar en línea con los estándares y las normativas internacionales de avanzada en 
materia de tratamiento de bases de datos personales y de bases de datos en general, lo que va a permitir al 
Uruguay seguir avanzando en el desarrollo de estas actividades, no solo en lo que tiene que ver con lo 
tecnológico, sino también con las actividades comerciales y de desarrollo económico que estas nuevas 
tecnologías habilitan y permiten, en un área en la que, por suerte, el país está muy bien posicionado en la 
región y creemos que tiene un enorme potencial. En la medida en que las normas aquí contenidas armonizan 
y se enmarcan en la normativa sobre estas cuestiones dispuesta a nivel de la Unión Europea que tiene 
también su incidencia en el resto del mundo y en ámbitos tan importantes como los Estados Unidos y demás, 
Uruguay va a quedar en condiciones de trabar relaciones, en estos temas, con esos ámbitos a nivel mundial. 


Lo segundo tiene que ver con una cuestión que para nosotros es muy importante, vinculada con la protección, 
el amparo y la garantía de los derechos individuales de los ciudadanos y las ciudadanas, en la medida en que 
este proyecto de ley, precisamente, es de protección de datos personales y de acción "Habeas Data”, un tema 
que ha sido objeto de tratamiento en esta Cámara en Legislaturas anteriores y creo que ha sido un objetivo 


compartido por los distintos partidos dar a los ciudadanos garantías y un marco de actuación para el ejercicio 
de estos derechos. 


En ese sentido, el proyecto no solo establece como un derecho fundamental, como un derecho humano, la 
protección de datos personales el artículo 1? dice que es inherente a la persona humana, por lo que está 
comprendido en el artículo 72 de la Constitución de la República sino que establece e incorpora el instituto 
de la acción de "Habeas Data”, que para nosotros es muy importante. 


Hay distintas bases de datos, por supuesto, que se vienen desarrollando en el país, pero hay algunas que 
afectan directamente a las personas que, muchas veces, no tienen acceso al conocimiento de los datos que 
sobre su persona figuran en tal o cual institución, en tal o cual banco. No se les brindan mecanismos para 
chequear la veracidad de lo que allí consta sobre sí, que muchas veces tiene consecuencias, y me parece que 
avanzar en ese sentido es muy importante. Yo estoy pensando, por ejemplo, en una base de datos, que no 
conocemos con ese nombre pero que es muy popular entre los ciudadanos, como es el Clearing de Informes, 
adonde muchas veces uno es conducido contra su voluntad y que genera situaciones muy complicadas en la 
medida en que inhabilita para cualquier tipo de acción comercial, lo que ha llevado incluso a algunos colegas 
a hablar de que prácticamente se decreta una muerte civil del ciudadano en determinadas situaciones. No ha 
sido reglamentado, no ha tenido un marco apropiado y, en muchos casos, ha colocado en situación de 
indefensión a la gente. En este proyecto se establecen criterios, marcos temporales dentro de los cuales 
pueden aparecer los datos; por supuesto, el derecho de conocer el hecho de estar incluido o no en esas bases 
de datos, y principios básicos y elementales de responsabilidad, confidencialidad, veracidad y demás, con lo 
que los responsables de esas bases de datos deben manejarse. 


Entonces, más allá del detalle que vamos a ver, seguramente, en el tratamiento artículo por artículo de este 
proyecto de ley, nos parece importante avanzar en este sentido en un proyecto que, además de crear un 
ámbito de regulación sobre el tema, acompañe el cumplimiento de los criterios establecidos en la ley y genere 
una fiscalización del mismo, que nos parece, insisto, muy importante. 


Mirando el respaldo amplio que ha tenido en el Senado, donde ha sido votado favorablemente por todos los 
partidos, nos parece que podemos avanzar con amplios consensos en su aprobación en tiempos breves. 


SEÑOR CÁNEPA.- Compartimos el inicio de la exposición del señor Diputado Ortuño. Este es un 
proyecto de ley sumamente importante, porque no es una iniciativa aislada en esta materia. 


En primer lugar, la acción de "Habeas Data” no es nueva en nuestro ordenamiento jurídico. Esa es la primera 
precisión que hay que hacer: no es la primera vez que hablamos de proceso "Habeas Data”; ya existe una ley 
aún vigente, la Ley N” 17.838, de setiembre de 2004, cuyo alcance es la protección de los datos comerciales. 
Eso a que hacía referencia el señor Diputado Ortuño del llamado Clearing de Informes ya está regulado por la 
Ley_N” 17.838; por lo tanto, este proyecto viene a ampliar los aspectos vinculados con la protección de datos 
comerciales, y no solamente con ellos. Precisamente, se pretende dar un paso mucho más profundo, que es 
regular toda la protección de datos personales, tanto de la persona física como de la persona jurídica, cuando 
así lo amerite, de acuerdo con el marco legal que estamos votando. 


Nos parece que este proyecto de ley, en primer lugar, viene a solucionar un problema que la propia doctrina y 
jurisprudencia criticaban de la ley anterior, que aún está vigente y que este proyecto, en su penúltimo 
artículo, deroga expresamente, porque dentro de esta iniciativa está incluida la protección de datos 
comerciales. Pero no solo llega a la protección de datos personales comerciales sino que también alcanza la 
protección de datos de todas las personas, sea en bases de datos privadas o públicas, y establece claramente 
los límites de la acción de la utilización de esos datos, de acuerdo con las acepciones que la propia ley prevé 
con la calificación de datos sensibles. 


Lo decía muy bien el señor Diputado Ortuño y nosotros lo queremos reafirmar: este proyecto de ley nos pone 
en los estándares más altos de protección de datos a nivel mundial, en un tema muy discutido a nivel 
internacional, porque todos sabemos como lo dice el Mensaje del Poder Ejecutivo que existe una situación 
permanente de tensión cuando se discute el tratamiento de los datos personales. ¿Cuál es la tensión? Esta 
situación de tensión surge, en primer lugar, del valor asociado a la base de datos personales en la actual 
economía del conocimiento y en la economía informática hay un valor económico muy fuerte de las bases de 
datos en la actual economía moderna y la potencialidad de su tratamiento. Hay un valor intrínseco de la base 


de datos, porque todos sabemos que la información no solo genera poder sino también un valor económico 
determinado, y la forma y la potencialidad de su tratamiento también tienen un valor económico importante. 
A su vez, esa tensión se da entre el derecho a conocer dicho tratamiento y el de preservar la privacidad de las 
personas o de aquellos datos que están incluidos en esas bases de datos; o sea, las personas titulares de los 
datos tienen derechos que nosotros debemos preservar. 


Creo que hay que reafirmar lo que decía el señor Diputado Ortuño: este es un hecho importantísimo del 
proyecto de ley. Ya no solo vamos a proteger los datos personales comerciales; estamos discutiendo todos los 
datos personales y estamos definiendo el dato personal como un derecho humano inherente, como tal 
incluido en el artículo 72 de la Constitución de la República, que establece ese artículo casi jusnaturalista, en 
el que establecemos que son derechos inherentes a la personalidad humana aquellos que están protegidos por 
el sistema republicano de gobierno. Esto es un avance en materia de lo que a nivel internacional se llaman 
derechos de cuarta generación. Ya estamos superando aquellos derechos de primera y segunda generación, 
que todos conocemos, derechos políticos y económicos; después, están los derechos sociales, los de tercera 
generación, que mucho hemos discutido y en los que este país ha avanzado enormemente. Este es uno de los 
primeros proyectos que incluye una visión integral de lo que se conoce como derechos de cuarta generación. 


Para nosotros, también es muy importante comprender que esto nos pone en estándares internacionales muy 
altos pero, a su vez, hay decisiones, porque las directivas de la Unión Europea que son muy importantes, 
porque son referencia mundial en este tema, como bien decía el señor Diputado Ortuño no significa que todos 
los países europeos tengan la misma regulación. La directiva se establece en un marco de actuación y, a su 
vez, en Europa, cada legislación nacional tiene una flexibilidad mayor o menor, o una dureza mayor o menor. 


Nosotros creemos que este proyecto que aspiramos que sea ley rápidamente nos pone en un exacto equilibrio 
entre la necesidad de flexibilidad en algunos temas como, por ejemplo, la sensibilidad de los datos de salud 
en los que es importante tener un acceso rápido, para interés general, y la dureza voy a decir una palabra 
técnicamente incorrecta, es decir, la certeza de la protección de la privacidad de determinados datos y de que 
sea, en definitiva, el ciudadano, el titular de ese derecho, el que pueda decidir si hace de acceso público o no 
determinados datos personales que, todos sabemos, son utilizados después por determinados mecanismos de 
marketing, no solo a nivel comercial. Es sabido que los datos personales pueden ser mal utilizados para la 
presentación de algún tema personal, no digo como una forma de chantaje pero sí de hacer pública una 
situación personal vinculada, por ejemplo, con la salud o una situación económica determinada. 


Quiero hacer una digresión. Este proyecto sufrió algunos cambios importantes en el Senado. Nosotros hemos 
leído con atención toda la discusión en esa Cámara y estamos de acuerdo con muchos de los cambios que se 
hicieron, que creo que mejoraron el texto que envió el Poder Ejecutivo, porque es un trabajo que se hizo con 
la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y Sociedad de la Información y el 
Conocimiento, la AGÉSIC, que es, para nosotros, como lo va a decir la ley, un órgano central en todo este 
proceso de desarrollo de un gobierno electrónico y de acceso a la información. 


Pero este proyecto, a su vez, es la contracara de otro que hemos trabajado también en conjunto con los 
Senadores y que está por llegar a la Cámara de Diputados, que refiere al acceso a la información pública. 
Esta es la contracara de este proyecto, porque así como nosotros queremos tener una transparencia muy 
grande en la utilización de los datos del Estado, buscamos un empoderamiento real de la ciudadanía en el 
contralor de la utilización de la información por parte del Estado; queremos tener la seguridad de generar 
todos los instrumentos para que el ciudadano sienta la posibilidad y tenga el efectivo acceso a todos los datos 
que crea pertinente de su persona o de lo que está haciendo el Estado en determinados temas. Este proyecto 
de ley es la contracara y el equilibrio necesarios, porque cuando uno amplía la posibilidad del acceso a la 
información también tiene que poner reglas de juego claras acerca de cuáles son los límites del acceso a 
determinados datos sensibles o personales. Y aquí estamos, de nuevo, ante la tensión entre el interés general 
para el acceso a determinados datos y el respeto a la privacidad de las personas. 


Esta era una introducción general. Para terminar, señor Presidente, a partir de la visita que recibimos y de 
algunos planteos, quisiéramos hacer algunos señalamientos solamente con respecto a los artículos 9* y 35. 
Por lo tanto, vamos a pedir el desglose de estos artículos para tratarlos por separado. El resto del proyecto no 
nos merece más comentarios, excepto en cuanto a algunos artículos sobre los que podemos hacer ciertos 
señalamientos sobre algunas modificaciones que hizo el Senado y que nosotros compartimos. 


Por ejemplo, en el artículo 11 del proyecto se habla de "una base de datos que les brinde tratamiento”. Desde 
el punto de vista estrictamente jurídico había algunas dudas, y nosotros las entendemos, porque "brinde 
tratamiento” es una expresión muy utilizada en la TIC por la gente vinculada con la tecnología de la 
información y la comunicación, pero no a nivel jurídico, donde se podría hablar de "manejo de una base de 
datos”, pero no de "tratamiento”. Sin embargo, el literal m) del artículo 4* define "tratamiento de datos”. 


Estamos también innovando en la terminología jurídica, porque incorporamos a la legislación mucha de la 
terminología de uso corriente por parte de aquellos vinculados con la tecnología de la información. Creo que 
es sano y bueno que, en vez de intentar traducir permanentemente la jerga que se utiliza en esas áreas, la ley 
sea más cercana a esa realidad y ponga los nombres y use los términos que normalmente se utilizan en esta 
materia, para no generar duplicidad y problemas de interpretación en el futuro. 


Creo que es un acierto del proyecto de ley, en vez de una crítica. Seguramente, algún purista jurídico, cuando 
lea esta ley, se quejará de la terminología, pero deberíamos empezar a acostumbrarnos a que innovar en los 
preceptos jurídicos y en el tratamiento desde el punto de vista semántico no es un error sino una evolución 
del propio derecho cuando se adecua al avance en estos temas. 


En definitiva, vamos a solicitar que se desglosen los artículos 9” y 35, para dar el fundamento de voto 
correspondiente. El resto de los artículos estaríamos en condiciones de votarlos de acuerdo con lo que hemos 
expresado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el desglose de los artículos 9* y 35. 


(Se vota) 
——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR ORTUÑO.- Quiero complementar mi exposición inicial, en sintonía con lo que planteaba el 
señor Diputado Cánepa, destacando dos aspectos. 


Se ha hecho mención a la existencia de la Ley N* 17.838 sobre la protección de datos personales de informes 
comerciales, pero yo quiero insistir en las mejoras que introduce el proyecto que tenemos a consideración en 
beneficio del ciudadano. Simplemente, pongo como ejemplo una situación muy común, que hemos tenido 
noticia de que existe. Cuando una persona está en el Clearing insisto en esto porque me parece que es de 
sensibilidad y paga las deudas que originaron esa situación, muchas veces se tarda indefinidamente en la 
comunicación del comerciante a la base de datos para que pueda salir de allí. La ley anterior estableció 
plazos, pero este proyecto los acorta en beneficio de la persona y, por ejemplo, establece cinco días como 
plazo máximo para que el comerciante obligatoriamente accione la salida de esta base de datos conocida 
como Clearing. Así podríamos mencionar otras mejoras. 


En materia del otro pilar que, efectivamente, como planteaba el señor Diputado Cánepa, aparece en tensión 
que yo diría que en el proyecto se armoniza, que es la cuestión de la protección de datos y la armonización 
con las normas internacionales, se avanza en el sentido, por ejemplo, de dar garantías en cuanto al órgano de 
contralor, en la medida en que se pasa de la órbita estrictamente del Poder Ejecutivo a una independencia 
mayor del ámbito regulador que creo que va a redundar en beneficio de las funciones de contralor en la 
materia. Esto se alinea, insisto, con lo que se establece a nivel internacional, donde justamente se hace énfasis 
en la autonomía de estos ámbitos de regulación, y creo que dentro del ordenamiento jurídico del Uruguay 
este proyecto de ley lo desarrolla bien. 


Podríamos intercambiar toda la mañana sobre la relevancia de estos temas y la importancia estratégica para 
Uruguay de seguir avanzando en esto que la creación de la AGÉSIC está impulsando con mucha fuerza en 
esta Administración, dando continuidad a un proceso que se había iniciado antes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el conjunto del articulado del proyecto, salvo los artículos 9” y 
35, que fueron desglosados. 


(Se vota) 
——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 9". 


SEÑOR CÁNEPA.- Hemos solicitado el desglose del artículo 9”, relativo al principio del previo 
consentimiento informado, algo que fue planteado cuando vinieron los representantes de la Cámara de 
Telecomunicaciones del Uruguay y también fue discutido en el Senado. En realidad, este artículo ya fue 
objeto de un debate importante en el Senado y cuando se suspendió la versión taquigráfica, el señor 
Diputado Machiñena Fassi me preguntó sobre el tema del previo consentimiento en relación con el 
número telefónico, que es uno de los puntos debatidos de este proyecto de ley. 


También solicité el desglose del artículo 35 porque se ha dicho que no se comparten las potestades 
sancionatorias que se da al órgano de control, que es la AGÉESIC. 


Voy a empezar por lo más simple, en mi opinión, que es el final. Voy a fundamentar por qué vamos a votar tal 
como está el artículo 35 y por qué no compartimos el cuestionamiento. 


Esto en el Senado no tuvo mayor discusión, y estos artículos fueron aprobados por unanimidad. Hubo un 
acuerdo de toda la Comisión, porque se discutió su alcance. 


En primer lugar, con respecto a la necesidad de potestades sancionatorias, huelgan las palabras. Ningún 
sistema, ningún proceso, tiene posibilidades de funcionar sin medidas coercitivas y sanciones para quienes 
incumplan. 


En segundo término, la elección del organismo de contralor es clave. La determinación de la AGESIC como 
organismo de contralor es un paso muy importante; debemos recordar que es un avance en varios aspectos. 
Por un lado, porque actualmente el órgano de control en materia de protección de datos comerciales se 
encuentra a cargo de una oficina del Ministerio de Economía y Finanzas, y de acuerdo con la Ley N? 17.838 
controla el cumplimiento de esa ley y hace el seguimiento. Nos parece que es un cambio institucional 
importante generar un órgano independiente, tal como lo define este proyecto de ley, con independencia 
técnica, que nos da un estatus internacional muy alto, porque también nos pone a la vanguardia en el diseño 
institucional del contralor de este tipo de situaciones. 


Tal como decía el señor Diputado, hay una mejora enorme del proceso de "Habeas Data”, o sea del proceso 
jurídico, judicial, de protección de datos previsto en este proyecto de ley con respecto al establecido en la Ley 
N? 17.838. Es mucho más claro, mucho más conciso, mucho más rápido y va a ahorrarnos algunas de las 
discusiones que se han dado a nivel judicial con este tema. 


¿Cuáles fueron las consideraciones que se hicieron? En primer lugar, se decía que la escala era muy acotada, 
que había apercibimiento, multa e inmediatamente suspensión, y que eso podía traer algún tipo de problemas 
en la aplicación. Si no se comparte la graduación de la sanción que realiza el órgano de contralor, eso no lo 
resuelve la ley. La decisión de la AGESIC, como órgano público, va a ser un acto administrativo, que puede 
ser recusado o, como hay un proceso, defendido a nivel judicial. 


Más allá de que se esté de acuerdo con que debe haber una sanción porque hay un hecho que no cumple con 
la ley, también puede haber una discusión sobre la graduación, pero ese no es un problema de la ley sino de 
cómo se aplique. Prever la casuística y las situaciones particulares que se pueden dar excede las potestades 
del legislador. Las leyes son normas generales y abstractas, y establecen criterios generales; por lo tanto, nos 
parece correcto que la propia ley ponga la graduación de la sanción y que el criterio de cuándo se pasa de una 
a otra quede en manos del órgano de control. Es muy difícil, yo diría que casi imposible, que la ley prevea 
cada caso, en cada situación, para establecer en norma reglada esa sanción. Aparte, seguramente, en la 
reglamentación va a haber algún detalle más fino en este tema. 


En segundo lugar, no compartimos para nada los temores expresados en cuanto a que exista la posibilidad de 
una sanción y una suspensión por parte de la AGÉESIC sin orden de Juez. En algún momento se dijo que no 
había antecedentes en nuestra legislación; grave error, porque yo quiero recordarles que, de acuerdo con la 


ley de derechos de autor vieja ley, en Uruguay, AGADU tiene la potestad de sanción y de clausura de locales, 
solamente comunicándole al Juez, y tiene la posibilidad del uso de la fuerza pública para dar cumplimiento a 
esa ley. Por lo tanto, vamos a votar tal como está el artículo 35. Creemos que es absolutamente 
constitucional, y hay una cantidad de leyes que hacen a este tema. 


Considero que el artículo 9” es clave y, seguramente, el señor Diputado Ortuño podrá fundamentarlo mejor 
que quien habla. Establece el principio del previo consentimiento informado, que nosotros compartimos. Yo 
quiero recordarles que la Cámara de Telecomunicaciones del Uruguay nos decía que esta ley es clave para el 
futuro desarrollo del mercado de telecomunicaciones en el país. Seríamos el segundo país en América Latina 
en tener una ley de este tipo, con el estándar más alto a nivel internacional, y va a traer una cantidad de 
inversiones al Uruguay y la posibilidad del acceso al mercado europeo y norteamericano. Esto es muy 
importante para el desarrollo del sector del "call center” y de la tecnología de información en Uruguay. 


Ellos planteaban algunos elementos. La discusión clave es, en realidad, si el número de teléfono debe ser 
tratado como un dato personal. En este caso, no estamos hablando de la persona jurídica; el propio literal c) 
del artículo 9% hace una diferencia entre persona física y jurídica y establece claramente que, en el caso de las 
personas jurídicas, el tratamiento del número de teléfono no necesita el previo consentimiento. Ustedes 
pueden ver que en los literales a), b) y c) se establecen las excepciones al principio del previo 
consentimiento. 


¿Cuál es la discusión? El literal c dice: "se trate de listados cuyos datos se limiten en el caso de personas 
físicas a nombres y apellidos, documento de identidad, nacionalidad, domicilio y fecha de nacimiento”. 
Como no está nombrado el número telefónico, necesitaría de un previo consentimiento. Aquí hay varias 
discusiones. En primer lugar, no hay ninguna duda de que el número de teléfono es un dato personal. Lo que 
estamos discutiendo es si el principio que rige el número telefónico es de acceso público y la excepción es 
que tenga la posibilidad de la privacidad como existe hoy, por ejemplo, pagando para que sea privado, o si el 
principio es a la inversa, es de resguardo de la privacidad de la persona y que sea de acceso público solo por 
las razones de interés general que establece el proyecto de ley. Esa es la diferencia entre los dos principios; 
no es lo mismo establecer como principio la publicidad del número o el principio de protección de la 
privacidad del número. Claramente, el proyecto establece el principio de la privacidad del número telefónico, 
con las excepciones que establece el proyecto de ley. No es que no se vaya a poder acceder al número 
telefónico; existe una cantidad de excepciones, que ya hemos votado, con las que estamos de acuerdo, para 
distintos casos: los datos sensibles, de acceso de interés general del gobierno, por seguridad nacional, por 
temas de salud, por temas de interés general. 


A nivel europeo, hay distintas soluciones. La directiva es más amplia y se elige un camino más restrictivo, 
que nos pone a la vanguardia en la defensa de la privacidad del acceso al número de teléfono. Nosotros 
vamos a votar el artículo tal como viene, pero quiero dejar constancia de una salvedad. Es la posición que la 
bancada de Gobierno tiene y nosotros la vamos a apoyar; de todos modos, no creemos que sea un tema 
fundamental pero, a nuestro entender, hubiese sido mejor llegar a una solución diferente y más práctica, aun 
protegiendo la privacidad de la persona. Creo que puede haber una posibilidad de acceso público al número 
de teléfono, restringiéndolo en caso de que haya una voluntad expresa al respecto. Hemos fundamentado que, 
hoy en día, es público; hay una guía telefónica que establece los teléfonos. Incluso, la dirección de la casa en 
que vive cada uno de nosotros es de acceso público; es muy difícil hacerla reservada, es casi imposible. De 
hecho, no se puede poner en una ley que el domicilio de la persona es reservado, porque no hay posibilidades 
prácticas de cumplirlo. No se puede prohibir a alguien que nos envíe publicidad, folletería, a nuestra casa, 
que nos la deje en nuestro buzón de correo o en nuestra puerta porque no queremos que se sepa dónde 
vivimos. Eso no es posible. No digo que el caso del número telefónico sea igual, porque hay mucho abuso 
intrusivo por parte de algunas empresas de telemarketing para hacer publicidad, y eso ha generado malestar 
enorme en la población. 


Esta es la decisión que se toma en este proyecto de ley; nosotros la vamos a acompañar, pero queríamos dejar 
la constancia de que, desde el punto de vista estrictamente conceptual, no práctico, es un paso en la dirección 
correcta para proteger la privacidad de las personas, pero podría haber habido una flexibilidad mayor, 
estableciéndose algunas excepciones mayores en la utilización del número telefónico a nivel público. 


Simplemente, quería dejar esa constancia, no a los efectos de trancar la discusión sino de fundamentar el 
artículo 35 que vamos a votar tal como está por los argumentos que dimos y el artículo 9%, que también 


vamos a votar tal como está porque, más allá de haber preferido alguna solución diferente, en general y 
conceptualmente compartimos la protección de la privacidad de ese dato personal. 


SEÑOR ORTUÑO.- Creo que debemos aprobar ambos artículos con el texto que viene del Senado, sin 
perjuicio de que, en un futuro, podamos evaluar el funcionamiento en la práctica de estas 
disposiciones, que son muy importantes. Nos parece que, realmente, el texto se ajusta al criterio que 
estamos queriendo defender. En este caso, tengo convicciones personales muy fuertes: se trata de la 
privacidad de las personas. Más allá de las cuestiones conceptuales que se han planteado, todos 
sabemos y si salimos a la calle y se lo preguntamos aleatoriamente a los ciudadanos que transitan 
afuera del Parlamento, lo van a confirmar que, muchas veces, las uruguayas y los uruguayos, en el 
mundo actual, estamos sometidos a un bombardeo de promociones comerciales por vía del teléfono. 
Por supuesto, son legítimas desde el punto de vista de los intereses comerciales y económicos y, muchas 
veces, el ciudadano que atiende del otro lado del teléfono se ve beneficiado por promociones que no 
discutimos en cuanto a su utilidad, pero también sabemos que mucha gente no tiene interés en 
participar de esas opciones de promociones telefónicas, etcétera. Muchas veces molesta, invade, afecta, 
incluso, el funcionamiento cotidiano del hogar. Si están llamando por teléfono permanentemente por 
motivos que no son de interés personal del ciudadano, nos parece que hay allí necesidad de una 
regulación y de un marco de actuación que, por otra parte, ha sido reclamado por personas vinculadas 
con las organizaciones de defensa del consumidor, que son la contraparte de esos planteamientos o de 
esas estrategias comerciales. Precisamente, a través de esas organizaciones, los consumidores buscan 
resguardar su derecho, no solo a la privacidad sino a elegir en relación con estas circunstancias. 


Entonces, yo creo que nosotros debemos legislar en el sentido de dar a la persona la facultad de elegir si 
quiere que la estén llamando para ofrecerle promociones o negocios comerciales, o si prefiere que su teléfono 
solo sea utilizado para cuestiones personales de su interés. Entonces, este tema no es menor, porque para mí 
afecta la calidad de vida de la gente; no quiero extremar los argumentos, pero la afecta, porque a uno, a 
veces, lo embroman bastante aunque, insisto, sabemos que involucran fuentes de trabajo legítimas de mucha 
gente, que tenemos que preservar como tales. También sabemos que suponen emprendimientos económicos 
que, sin lugar a dudas, significan un esfuerzo para quienes los llevan adelante, y tenemos que 
salvaguardarlos, pero en un adecuado equilibrio, poniendo en la balanza no solo esta necesaria salvaguarda, 
desarrollo e impulso de estas actividades comerciales, que sirven no solo a los privados sino al país en su 
conjunto lo reconozco, sino también las garantías que debemos dar a los ciudadanos de protección de su 
privacidad y de posibilidad de elección de cuál es su situación en relación con estas nuevas estrategias 
comerciales. 


Voy a poner un solo ejemplo que, en la práctica, echa por tierra algunas de las posibilidades que planteaba en 
teoría el señor Diputado Cánepa al sugerir invertir los procedimientos que están planteados aquí, en el 
sentido de que quien quiera excluirse se excluya y si no, por defecto, pasa a ser público su número de 
teléfono para su utilización comercial. A mí me pasó, con estas prácticas de que si usted no se exceptúa queda 
integrado, una cosa que fue muy paradigmática y molesta. En determinado momento, me empezaron a cobrar 
determinado servicio que yo nunca había contratado. El primer y el segundo mes pensé que sería un error; 
finalmente, me dirigí hacia el comercio de referencia y me dijeron que en determinado momento en mi estado 
de cuenta se planteó que si no me exceptuaba pasaba a estar integrado en la lista de quienes contrataban un 
seguro de vida. Nosotros sabemos que, comúnmente, con las obligaciones que uno tiene y demás, no lee la 
letra chica como se dice y, entonces, por defecto, como no me exceptué, quedé dentro de determinada 
situación. 


Yo creo que necesariamente tiene que ser al revés: uno no debe estar comprendido en nada para lo cual no dé 
su consentimiento expreso. Me parece que ese debe ser el principio general. Yo sé que para recabar el previo 
consentimiento informado hay dificultades prácticas que habrá que superar, pero queremos ser muy claros: 
no se está planteando en el proyecto de ley que ese consentimiento informado deba ser necesariamente 
escrito; se puede hacer también telefónicamente. La grabación es un medio de prueba en este sentido, y así lo 
han manifestado, en distintas circunstancias, las autoridades de la AGÉESIC, que van a ser quienes tengan 
injerencia en estas cuestiones, en la medida en que su Presidente va a integrar el órgano regulador. 


Otro de los argumentos que se planteaba por parte de la visita que recibimos en la sesión pasada era que esto 
puede limitar los negocios internacionales. Nos hemos interiorizado en este tema, y se nos dice que no, que la 
norma a nivel general es que si desde Uruguay se quieren brindar servicios telefónicos a otro país, rige la 


legislación del país al que se está llamando, y si no hay limitaciones de este tipo, perfectamente se puede 
operar. O sea que no limita esa actividad. 


SEÑOR ALONSO.- ¿Puede abundar un poco en este tema? El señor Diputado manejó que había hecho 
alguna consulta y es un tema que, mirado de afuera, podría preocupar. 


SEÑOR ORTUÑO.- Creo que, por lo menos para todos nosotros, es una preocupación no afectar el 
desarrollo, por ejemplo, de los "call center”, que están con muchas posibilidades de crecimiento en el 
país, y esas perspectivas de crecimiento están basadas, más que nada, en la posibilidad de operar fuera 
de este territorio donde vivimos tan solo algo más de tres millones de personas y de acceder a 
poblaciones mucho más numerosas. En ese sentido, las autoridades de la AGESIC nos han planteado 
algunas cosas importantes. En primer lugar, que la normativa de la Unión Europea, que es con la que 
estamos sintonizando con este proyecto de ley, ha planteado una disposición general, dejando libradas 
a las legislaciones nacionales las disposiciones concretas sobre este punto del tratamiento del número 
telefónico. En ese sentido, hay países que han avanzado en disposiciones como las que trae este 
proyecto de ley y hay otros, como Estados Unidos, por ejemplo, en los que el tratamiento es totalmente 
liberalizado. 


Por lo tanto, la práctica es aplicar el derecho en cada país en que se desarrolla el servicio, más allá del lugar 
desde donde se brinda. Es decir, si usted vive en Estados Unidos y allí no hay limitaciones para el uso del 
número de teléfono para actividades comerciales y no se exige el consentimiento previo informado, 
perfectamente una empresa puede llamarlo. Si, por el contrario, usted vive en Uruguay, se aprueba este 
proyecto de ley y aquí se exige el consentimiento, no lo pueden llamar. Es decir que prima el derecho del 
lugar de residencia del ciudadano que es llamado y no el derecho del lugar desde donde se realiza la llamada. 
Esto nos tranquilizó, porque no limita el desarrollo de actividades comerciales fuera de fronteras y nos 
permite, como decíamos al principio, equilibrar esos dos elementos tan importantes, como son la protección 
de una actividad comercial y el derecho a la privacidad y a elegir de los ciudadanos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 31 refiere al órgano de control. El inicio del párrafo dice: "Créase 
como órgano desconcentrado de la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la 
Sociedad de la Información y del Conocimiento (AGESIC), dotado de la más amplia autonomía 
técnica, la Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales”. 


Mi duda era la aclaré, ahora, hablando informalmente con el señor Diputado Cánepa de quién depende la 
AGESIC y dónde está instalada. 


SEÑOR CÁNEPA.- La Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad 
de la Información y del Conocimiento integra la Presidencia de la República como una organización 
del mismo tipo de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto o la Oficina Nacional del Servicio Civil. 
Incluso, esto fue la continuación de algo similar que, con otro nombre, existió durante el Gobierno del 
Partido Nacional en el período 1990-1995, que fue un germen que no se continuó en otras 
Administraciones. Esto está cumpliendo una obligación del Estado uruguayo fruto de tratados 
internacionales, en el sentido de la creación de una agenda digital hacia el año 2015. Esta Agencia está 
trabajando en la transformación del Estado, y el artículo 31 crea el órgano de contralor, la unidad 
ejecutora dentro de ella. Genera un órgano desconcentrado, que es el primer paso de la autonomía 
funcional; no es el mayor, porque la desconcentración implica un grado de dependencia importante del 
punto de vista funcional y administrativo con la AGÉESIC, que, a su vez, está bajo la tutela 
administrativa de la Presidencia de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 9” y 35. 


(Se vota) 
——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Ha quedado aprobado el proyecto. 


Ha sido propuesto el señor Diputado Cánepa como miembro informante. 
SEÑOR ALONSO.- Mociono para que se levante la sesión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 
——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


